1.-

En la Ciudad de Dolores, a los 29 días del mes de abril del año dos mil diez, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa Nº 80.866, caratulada: "ALVAREZ, RAQUEL C/ COSTA, ROBERTO S/ RESOLUCION DE CONTRATO, RESTITUCION DE BIENES- DAÑOS Y PERJUICIOS”, habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263 del CPCC; 168 de la Constitución Provincial), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Francisco Agustín Hankovits, María R. Dabadie y Silvana Regina Canale.

      El Tribunal resolvió plantear y votar las si​guientes:

-----------------C U E S T I O N E S------------------

      1° ¿Es justa la sentencia apelada?

      2° ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

--------------------V O T A C I O N ------------------

------A LA PRIMERA CUESTION EL DOCTOR HANKOVITS DIJO:-

      I. La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires dicta sentencia a fs. 453/456 haciendo 

                                                //////

//////lugar al recurso de nulidad incoado por la parte demandada, casando el fallo oportunamente dictado por está Cámara en su anterior integración y disponiendo se dicte nueva sentencia (fs. 455 vta.).


 II. A- En cumplimiento de la manda sentencial de nuestro superior Tribunal provincial, corresponde abocarse a las impugnaciones deducidas contra el resolutorio de la juez de la instancia de grado.


 La misma decidió hacer lugar a la pretensión entablada declarando en consecuencia resuelto el contrato de compra venta celebrado entre las partes y condenando a la demandada a restituir la posesión del inmueble que ocupa, a pagar daños y perjuicios y a perder a favor de la contraria las sumas abonadas conforme la cláusula penal pactada (fs. 298 vta.).


 Contra lo así resuelto, tanto el actor como el demandado deducen recurso de apelación. 

      El primero de ellos finca su disconformidad en tanto le niega al mismo la posibilidad de percibir los perjuicios derivados del incumplimiento del deber de restituir y omite establecer la fecha de la resolución 

                                                 /////

//////y con ello el dies a quo de la retención indebida (fs. 328 vta.). Así, sostiene que los daños reclamados en autos no se encuentran incluidos en la cláusula penal ya que se refieren a un estadio posterior a la resolución del contrato y son derivados de la ilícita retención del inmueble. Igualmente, alega dolo en el incumplimiento del deudor, por lo que reclama que la sanción resarcitoria se amplie en la medida dispuesta por el art. 521 del Código Civil.  Asevera que permitir que el deudor se libere pagando solamente la cláusula penal supone transgredir el art. 507 de dicho digesto (fs. 331). También se duele de la insignificante suma estipulada como resarcimiento (fs. 333 vta.). Por último, acusa que la juez de grado no fijó la fecha de la resolución declarada (fs. 334).


 Por su lado, el demandado plantea que siendo que el boleto no fija lugar de cumplimiento de la obligación, el saldo de precio por la operación convenida fue abonado en la escribanía en donde se suscribió aquél el 26-8-1996, si bien ya vencido el plazo estipulado para su cancelación, pero ello previo a la carta documento enviada por la vendedora manifestando su intención de rescindir el contrato (fs. 316). Alega que el legitimado pasivo cumplió sus obligaciones dado que abonó el impuesto inmobiliario y la tasa municipal, los intereses y el saldo de precio –aunque reconoce que éste lo fue con retraso-, mas sin ser intimado a ello. Cita jurisprudencia y doctrina relevante, sosteniendo que la operatividad  de las estipulaciones relativas al pacto comisorio expreso y a la mora automática no pueden juzgarse sin atender a la conducta de los contratantes en el caso dado ya que puede haber falta mas no incumplimiento (fs. 317 vta.). Entiende el apelante que la sentenciante no ha receptado esa postura, que no tuvo en cuenta la intención de las partes, que se abstuvo a la litera- lidad del texto e interpretó las cláusulas en sentido individual (fs. 318). Manifiesta también que la única obligación dineraria pendiente era el saldo de precio; que la coactora recibe el pago de los intereses, sin reserva alguna, en la escribanía cuando ya había vencido el plazo para abonar el saldo del precio, ////

                                                 /////

//////actitud que es jurídicamente considerada –art. 1.375 inc. 4 del Código Civil- como purga de la mora (fs. 318 vta./319). Alega el impugnante que no ha habido buena fe de los vendedores ya que le imputan el incumplimiento de obligaciones que carecían de plazo, y son aquellas necesarias al momento de escriturar (fs. 319/320).

      Ambas partes contestaron los respectivos agravios (fs. 324/326; 337/340). Practicado el sorteo (fs. 462), la causa se encuentra en estado para ser resuelta (art. 263 del CPCC).  

      B- La litis quedó trabada en los siguientes términos: la actora solicita la resolución del contrato por el incumplimiento de las obligaciones convenidas en el boleto de compraventa suscripto por parte del comprador, el desalojo del inmueble y daños y perjuicios. La legitimada pasiva peticiona el rechazo de la pretensión alegando que no hay incumpliendo de su parte pues ciertas obligaciones en especie no tenían plazo fijo y que el saldo final fue abonado en agosto de 1996; que todos los pagos anterio

                                                 /////

//////res inclusive los intereses del mes de agosto fueron retirados de la escribanía por la vendedora; señala asimismo que no existe buena fe en la actora ya que recibió el pago de los intereses y se abstuvo de recibir el saldo de precio.


 El contrato constitutivo –base del negocio económico- de las obligaciones recíprocas pactadas por las partes celebrado el 19-1-1996 (fs. 5/7 de la causa n° 47.347 acollarada a estos obrados) establece –en lo que resulta de interés para la presentes actuaciones- que los ahora demandados compran la diferencia entre la superficie total del campo y al superficie anteriormente vendida (cláusula 1°); que el precio convenido de la venta comprende el pago de toda deuda por impuestos inmobiliarios y tasas municipales que reconoce la fracción de campo que se enajena, en la parte que le corresponde a los vendedores, y los gastos, impuestos y honorarios que a éstos le correspondan abonar al momento de otorgar la escritura traslativa de dominio, como así también los gastos y honorarios  que  demandará  la  mensura  del campo ///

                                                 /////

//////(cláusula 2°); la suma total en efectivo por la que se realiza la operación comercial es de treinta y cinco mil dólares estadounidenses (35.000 u$s) y se abona en ese acto la suma de quince mil dólares (15.000 u$s) siendo los veinte mil (20.000 u$s) restantes pagaderos por los compradores dentro de los seis meses desde la fecha de la celebración de este contrato, con más un interés mensual vencido sobre saldos del 1,5 % pagadero entre los días 25 a 30 de cada mes (cláusula 2°); la escritura traslativa de dominio será otorgada cuando el comprador así lo solicite una vez que haya saldado las sumas que se obliga a pagar en dinero en efectivo (cláusula 4°); si el comprador no cumpliere con los pagos establecidos y en los que surjan como consecuencia de lo pactado, el contrato quedará resuelto de pleno derecho, sin necesidad de interpelación ni trámite judicial o extrajudicial alguno, con pérdida para el comprador de las sumas entregadas, las que quedarán en beneficio de los vendedores como pena por el incumplimiento del mismo; los vendedores  podrán  optar por exigir el ///

                                                 /////

//////cumplimiento en cuyo caso el comprador incurrirá en una multa diaria de veinte dólares estadounidenses (20 u$s) como pena para el retardo, la que se devengara automáticamente y de pleno derecho, teniéndose presente que el pago de la pena pactada no extingue el derecho de los vendedores de solicitar el cumplimiento de la obligación principal de pagar el saldo del precio (cláusula 5°).

 
C- El meollo de la cuestión traída a conocimiento de esta Alzada por mandato de nuestro Superior Tribunal, estriba en determinar si la aplicación del pacto comisorio instrumentado opera objetiva y automáticamente o, para definir la aplicabilidad o no del mismo, hay que atender a la conducta desplegada del deudor en el caso, posición ésta que ha sido postulada otrora por la demandada en su apelación y cuya preterición motivó la procedencia del recurso extraordinario de nulidad incoado, con la consecuente casación del fallo dictado por esta Cámara en su anterior integración (ver fs. 454/456). De adoptarse el criterio jurídico  esgrimido  por el legitimado ///

                                                 /////

//////pasivo apelante, cabe entonces ingresar a la meritación de los elementos probatorios pertinentes producidos en autos para deslindar si los extremos por el mismo alegados, sustentatorios de su postura defensista, han sido suficientemente acreditados en la especie.


 Desde esta plataforma jurídica-fáctica se impone pues componer la litis (arts. 164, 266, 272 del CPCC).


 1. Las partes son contestes en cuanto han celebrado un convenio que contiene un pacto comisorio expreso. Discrepan en cuanto a la operatividad del mismo en el opus negocial, dadas las circunstancias del caso, sosteniendo unos la legitimidad de la facultad de resolución de pleno derecho, sin necesidad de interpelación ni trámite alguno, en los términos literales de la cláusula quinta del contrato suscripto (fs. 325 y vta.), frente al incumplimiento descripto; y el otro, le endilga un comportamiento contrario a la buena fe y abuso del derecho con tal proceder rescisorio (fs. 319 vta./ 320 vta.).


 2. Con relación al pacto expreso cabe afirmar, /

                                                 /////

//////como lineamientos generales, que a) funciona con plenitud la autonomía de la voluntad, b) empero ello no puede legitimar el ejercicio abusivo de la facultad resolutoria frente a incumplimientos mínimos, c) ha menester la previa constitución en mora, d) la voluntad de resolver el vínculo contractual debe ser declarada por el acreedor en forma fehaciente dado que el pacto no funciona, a diferencia de la condición resolutoria, de modo automático, e) hasta ser notificado de la resolución el incumplidor puede pagar, purgando la mora, la prestación debida y los daños originados por el retraso (conf. Código Civil, A. Bueres, E. Highton, T. 3 C, contratos, art. 1204, comentario de Mosset Iturraspe, p. 69, Hammurabi, Bs. As., 1999).


 3. En mi criterio, debe analizarse cada situación, no entronizando una postura estrictamente legal y mecánica que desatienda las particularidades de cada caso traído a los estrados judiciales, a tenor de las alegaciones y pruebas producidas por las partes, para cumplir con el mandato constitucional ///

                                                 /////

//////eminente de afianzar la Justicia, por lo que considero que al instituto del pacto comisorio se le aplican las limitaciones y regladas directrices, jurídicamente moralizantes, de la buena fe, y lealtad como del que inhibe el ejercicio abusivo del derecho (arts. 1198 y 1071 del Código Civil), como pauta rectora para resolver los asuntos de intereses contrapuestos con relevancia jurídica, intentando materializar la paz social con justicia concreta (fin público del proceso judicial).  


 4. Desde ese vértice se impone pues ingresar a meritar la conducta de las partes conforme los elementos de prueba arrimados por los litigantes (verdad jurídica objetiva) a fin de decidir el presente, en los términos en que ha sido planteada la controversia (arts. 266, 272 del CPCC).


 Sobre ese sendero, a fs. 33 obra recibo de la Escribano Larruy –quien interviniera en la redacción y celebración del boleto de compra venta- por el cual el 26 de agosto de 1996, el Sr. Costa le hace entrega de la suma de veintiún mil dólares (21.000 u$s) para ///

                                                 /////

//////mantener en depósito; a fs. siguientes, obran recibos por el pago de intereses (fs. 34, 35, 36, 38, 39, 40) e impuesto a la transferencia de inmueble (fs. 37, 41), documentación negada en su autenticidad por la accionante (fs. 61 y vta.). Ambas partes ofrecen como prueba el juicio de desalojo habido entre ellas (fs. 47 vta./48; 61 vta.), el que se encuentra acollarado a las presentes actuaciones.


 En dicho proceso, obra carta documento en la que el actor requiere por medio de la misma informe la Escribano Larruy si el demandado le ha entregado constancia de haber abonado antes del 19/6/1996 toda deuda por impuesto inmobiliario y tasas municipales, y plano de mensura (fs. 10).  La misma es contestada el 9 de septiembre de 1996  -fs. 12- en la que se señala que el Sr. Costa no ha hecho entrega de la documentación antes detallada. A su vez, el 12 de septiembre de 1996, los Alvarez comunican su voluntad rescisoria frente al incumplimiento del pago de la deuda inmobiliaria provincial y municipal, de la confección y aprobación del plano de mensura, como de 

                                                 /////

//////abonar el saldo de precio de 20.000 U$S (fs. 15, causa 47.347). Costa responde el 16 de del mismo mes y año y por igual medio -fs. 17- haciéndoles saber que la suma por saldo de precio se encuentra a disposición en la escribanía Larruy y que el resto de las obligaciones que se dicen insatisfechas, según texto de la misiva en conteste, configuran innovaciones contractuales.


 Con relación a los recibos en cuestión, en el mismo proceso de desalojo obra informe de la escribana interviniente -fs. 215- en el que expresa que los recibos acompañados por el demandado son auténticos (idem fs. 250 del juicio de resolución contracual, causa n° 43.000) como también manifiesta que obra en poder de la misma recibos que acreditan la percepción por la Sra. Alvarez de los dineros y valores dados por el Sr. Costa.


 A su vez, la absolución de posiciones de los Alvarez da por cierto que los pagos lo recibieron a través de la escribanía y que fue así como percibió //

                                                 /////

//////los pagos por intereses (confesional de Ricardo Alvarez, fs. 292 pos. 5 y 6; idem, Raquel Alvarez, fs. 293; art. 421 del CPCC).


 D- En tren de resolver la litis, cabe liminarmente señalar que lleva razón la sentenciante de grado en cuanto establece que del análisis del convenio celebrado por las partes surge que en el pago de las obligaciones pactadas, unas tenían plazo cierto y determinado y otras no (fs. 293 vta.; 296); que se realizó el pago de intereses y algunos impuestos y tasas (fs. 296 y vta./297; arts. 375, 384 del CPCC).


 La cuestión se centra en el recibo de fs. 33 -cancelación del saldo de precio- dado que conforme lo tiene resuelto la juez a quo tal documento no tiene efecto cancelatorio ni importa imputación y/o dación en pago de la suma debida en concepto de saldo final (arts. 725, 733, 740 y 750 del CC; fs. 294 vta.) ya que sólo refiere a mantener la suma en depósito sin especificar ninguna imputación, pago que a su vez  habría sido a su vez tardío (fs. 295). Por ello, entiende que la sola  falta de pago de la suma de ///

                                                  ////

//////20.000 U$S legitima la pretensión del actor, toda vez que no se advierte una conducta abusiva de la vendedora pues la falta de dicho pago es un incumplimiento grave y relevante (fs. 296 y vta.).


 Si bien ello es en principio correcto, lo cierto es que debemos atender a lo pactado por las partes, más la conducta desplegada por ellas, subsumiéndolas en derecho vigente.


 En ese orden, del convenio suscripto surge que el precio convenido de la venta comprende el pago de toda deuda por impuestos inmobiliarios y tasas municipales que reconoce la fracción de campo que se enajena, en la parte que le corresponde a los vendedores, y  los gastos, impuestos y honorarios que a éstos le correspondan abonar al momento de otorgar la escritura traslativa de dominio, como así también los gastos y honorarios que demandará la mensura del campo (cláusula 2°) no fijándose expresamente fecha para ello; como también que, la escritura traslativa de dominio será otorgada cuando el comprador así lo solicite y una vez que haya saldado las sumas que se /

                                                 /////

//////obliga a pagar en dinero en efectivo (cláusula 4°).


 Ahora, si bien el recibo de fs. 33 -como bien lo advierte la sentenciante- no configura un instrumento de pago, lo cierto es que frente a la intimación del 12 de septiembre de 1996, en la que los  Alvarez comunican su voluntad rescisoria frente al incumplimiento del pago de la deuda inmobiliaria provincial y municipal, de la confección y aprobación del plano de mensura -que no tienen plazo cierto conforme el boleto suscripto-, como de abonar el saldo de precio de 20.000 U$S (fs. 15, causa 47.347), el demandado Costa contesta mediante carta documento -instrumento público- el 16 de igual mes y año -fs.17-, haciéndoles saber que la suma por saldo de precio se encuentra a disposición en la escribanía Larruy. 


 Frente a tal circunstancia se puede alegar la falta de temporalidad de la misma. Mas, se debe entender que el depósito es anterior -26 de agosto de 1996- a la comunicación resolutoria del 12 de septiembre de 1996 -fs. 15-; que el requerimiento del 

                                                 /////

//////6 de septiembre al Escribano Larruy es al efecto de que ésta le informe sólo si Costa ha abonado la deuda por impuestos provinciales y tasas municipales y la confección y pago del plano de mensura -obligaciones sin plazo expreso cierto-, y no en cambio respecto -notoriamente- si éste ha hecho entrega de la suma adeudada por saldo de precio -obligación exigible y con fecha cierta; fs. 20- siendo que conforme la conducta asumida por las partes (arg. art. 218 del Código de Comercio, derivación de la doctrina de los actos propios), Costa abonaba en la escribanía y Alvarez retiraba allí las sumas correspondientes (confesional de Ricardo Alvarez, fs. 292 pos. 5 y 6; idem, Raquel Alvarez, fs. 293; art. 421 del CPCC); que a los cuatro días de comunicársele la resolución contractual -reitero- Costa le hace saber por carta documento a los Alvarez que ya había hecho con anterioridad el pago correspondiente y que dicha suma estaba a su disposición –fs. 17-, rechazándose por Alvarez la misma -fs. 19-.


 A su vez, es dable considerar que en la materia 

                                                 /////

//////el principio es el de conservación de lo pactado dado que los contratos se celebran para ser cumplidos (arts. 1137, 1197, 1198 del Cód. Civ.).


 La interpretación del negocio jurídico debe ser hecha teniendo en cuenta una constelación de factores tales como el principio de la buena fe, las circunstancias del caso, los hechos probados, la conducta anterior y posterior al acto, el fin económico perseguido al contratar, las normas aplicables, el sentido valioso o no de la interpretación, y lo que realmente han querido y convenido las partes.


 Los fundamentos del remedio excepcional resolutorio se encuentran en la frustración del fin negocial y en la teoría de la causa (causa fin) que el incumplidor hará que la otra parte no pueda alcanzar (conf. Gregorini Clusellas, Eduardo L., El pacto comisorio y su aplicación judicial; LL 1997- B, 1), situación ésta descartada a tenor de los elementos probatorios antes meritados (art. 384 del CPCC) y circunstancias reseñadas.

                                                 /////

//////“El ejercicio del derecho a resolver del acreedor ejercido en forma expresa o tácita, judicial o extrajudicial, es siempre relativo pues deberá ejercerse de buena fe (art. 1198, Cód. Civil), y dicho ejercicio no podrá ser abusivo -como entiendo ha acontecido en autos por los extremos antes expuestos- sino regular (art. 1071, Cód. Civil)” (Gregorini Clusellas, cit.).


 A ello, se añade un elemento normativo que motiva se rechace la pretensión incoada y se admita la apelación articulada por la demandada.


 En efecto, conforme el recibo obrante a fs. 199 de la causa por desalojo, la Sra. Alvarez retiró de la escribanía el 6 de agosto de 1996 la suma por intereses del mes de julio pasado y siendo que el saldo “de VEINTE MIL DOLARES ESTADOUNIDNSES se compromete el comprador a abonarlos a los vendedores dentro del plazo de SEIS MESES a contar desde la fecha del presente contrato...” (clausula 2° de boleto, fs. 6; carta documento del actor de fs. 11), esto es el 20-7-1996 (ya que el contrato se suscribió el 19-1-//

                                                 /////

//////1996, fs. 5; carta documento del accionante a fs. 15), dicho hecho torna operativo y aplicable lo dispuesto en el art. 1375 en su inc. 4 del digesto civil que establece que vencido el plazo- como acontece en la especie- el vendedor recibiese una parte del precio –intereses en el caso- sin reserva del derecho a resolver la venta -como sucede en el acto- se juzgará que ha renunciado a ese derecho. 


 Tratándose de un incumplimiento anterior al retiro por la legitimada activa de parte del precio y no habiendo formulado reserva en dicho momento, se presume por aplicación del precepto señalado, la renuncia tácita al derecho a resolver el convenio. Circunstancia ésta que abona la solución que se propugna.


 A su vez cabe indicar que dicha disposición – art. 1375 inc. 4- no es incompatible con el nuevo art. 1204 y por lo tanto sigue en plena vigencia (Código Civil, A. Bueres, E. Highton, T. 3 C, contratos, art. 1204, p. 464, Hammurabi, Bs. As., 1999).


 E- A tenor  de la  solución que se propicia, ///

                                                 /////

//////tendiente al cumplimiento del contrato -en salvaguarda del mismo y por aplicación del principio de conservación del convenio celebrado-, y de conformidad con lo allí pactado por las partes, se debe fijar el pago de la cláusula penal establecida (cláusula 5°, fs. 6 vta. del expediente acollarado) por el retardo incurrido del demandado desde el 20-7-1996 hasta el 16-9-1996 (fs. 17) fecha en la que les hace saber fehacientemente a los Sres. Alvarez que se encontraba a su disposición en la Escribanía Larruy el dinero por saldo de precio.


 F- Los planteos y agravios articulados por la parte actora, dado la decisión propuesta, devienen innecesarios en su tratamiento.


 G- Las costas de este proceso se impondrán en el orden causado atento las particularidades fácticas que presentan estas actuaciones y que han sido ya puestas de manifiesto en el curso de este voto. Asimismo, el actor, a tenor de la sentencia dictada en el juicio de desalojo que se encuentra acollarado a este expediente por  resolución  contractual (fs. 517/524 vta., en ///

                                                 /////

//////especial el voto del Dr. Eyherabide), aunque emitido en un proceso distinto al presente, pudo creerse con suficiente derecho para iniciar esta pretensión procesal ahora en juzgamiento (arts. 68 y 69 del CPCC).

 
III. En mi criterio y conforme lo antes expuesto, citas legales y jurisprudenciales realizadas, considero debe rechazarse la pretensión impetrada salvo en lo relativo al pago de la cláusula penal pactada desde el 20-7-1996 al 16-9-1996 por los fundamentos ya dados; con costas en el orden causado (arts. 979 inc. 2, 1071, 1137, 1197, 1198, 1375 inc. 4, 1204 del Digesto Civil; 218 inc. 4 del Código de Comercio; 68, 69, 375, 384, 421 y concs. del CPCC).


 Con este alcance,  VOTO POR LA NEGATIVA. 
------LAS SEÑORAS JUECES DOCTORAS DABADIE Y CANALE ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS-----

------A LA SEGUNDA CUESTION EL DR. HANKOVITS DIJO:----

      Conforme lo antes expuesto y citas legales y jurisprudenciales,  propugno al Acuerdo el rechazo de la pretensión impetrada por resolución contractual y /

                                                 /////

//////daños y perjuicios; excepto en lo que respecta al pago de la cláusula penal pactada que deberá abonar el demandado desde el 20-7-1996 al 16-9-1996. Costas en el orden causado (arts. 979 inc. 2, 1071, 1137, 1197, 1198, 1375 inc. 4, 1204 del Digesto Civil; 218 inc. 4 del Código de Comercio; 68, 69, 375, 384, 421 y concs. del CPCC).

      ASI LO VOTO.

------LAS SEÑORAS JUECES DOCTORAS DABADIE Y CANALE  ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS----

------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO, FIRMANDO 

LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA.CAMARA DE APELACION 

                  SILVANA REGINA CANALE

FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS      MARIA R. DABADIE

                        GASTON DOZO

                     Abogado-Secretario

------------------S E N T E N C I A-------------------

Dolores,               de abril de 2010.

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que 

                                                 /////

//////antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se rechaza de la pretensión impetrada por resolución contractual y daños y perjuicios; excepto en lo que respecta al pago de la cláusula penal pactada que deberá abonar el demandado desde el 20-7-1996 al 16-9-1996. Costas en el orden causado (arts. 979 inc. 2, 1071, 1137, 1197, 1198, 1375 inc. 4, 1204 del Digesto Civil; 218 inc. 4 del Código de Comercio; 68, 69, 267, 375, 384, 421 y concs. del CPCC).
      Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.

                 SILVANA REGINA CANALE

FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS      MARIA R. DABADIE

                         GASTON DOZO

                     Abogado-Secretario
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